
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
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Temas: 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA / IMPROCEDENCIA. [E]l abogado Giraldo Duque comparece en representación de las accionantes, para lo cual hizo valer un poder procedente de la representante legal de las mismas, conferido mediante escritura pública número 386 de fecha 2016/04/12, como se registra en los documentos de existencia (f. 29 y 80 v.), los que detallan las facultades especiales conferidas (f. 30 y 80 v.). De su lectura emerge, con claridad, que no se le ha designado como representante legal de las entidades, sino como apoderado especial de las mismas, para los efectos allí señalados. De manera que tales mandatos se tornan insuficientes para representarlas en una trámite que tiende a la protección de derechos fundamentales, si bien fueron otorgados para asuntos desligados de esta precisa causa. (…) Así que frente a esa falta de legitimación, el camino a seguir era declarar la improcedencia de la acción, antes que declarar superado el hecho y, en tal sentido se modificará el fallo. 
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SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, noviembre treinta de dos mil diecisiete
Expediente 66001-31-03-002-2017-00381-01
Acta Nro. 633 de noviembre treinta de dos mil diecisiete
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la parte accionada contra la sentencia del 18 de octubre último, proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que Héctor Jaime Giraldo Duque, en calidad de apoderado de Seguros Generales SURAMERICANA SA y Seguros de Vida SURAMERICANA SA, inició frente al Hospital Universitario de Sincelejo ESE.

 


ANTECEDENTES
  



Acudió el accionante a esta vía, en procura de la protección del derecho fundamental de petición, que estima vulnerado por la entidad accionada y del que son titulares las sociedades que representa judicialmente. 



 
Explicó que, en relación con ambas entidades demandantes, presentó el 1 de agosto de 2017, ante el Hospital Universitario de Sincelejo, derecho de petición; el 15 de septiembre recibió respuesta, que no cumple los presupuestos de una adecuada contestación, pues ella debe conducir a una solución efectiva o, por lo menos, al esclarecimiento de lo solicitado; tiene que ser puntual, precisa y pertinente, lo que excluye su vaguedad o evasión. 
 



Solicitó, en consecuencia, que se le ordene a la entidad accionada resolver, de manera inmediata y en todo su contenido, la petición elevada.




Con la demanda, entre otros documentos, aportó copias de las respectivas solicitudes (f. 7 a 10, c. 1) y de la respuesta extendida (f. 13, c 1).
 



El Juzgado de primer grado admitió el libelo y corrió traslado por el término de 3 días.
 



El Gerente (E) de la demandada, aceptó los hechos y señaló que dio respuesta de fondo a los puntos solicitados, con lo que hay una carencia actual de objeto. Aportó, entre otros documentos, copias de los escritos contentivos de la respuesta, migrados al correo electrónico del interesado, así como citación para efectos de su notificación personal.
 



Sobrevino la sentencia de primer grado por medio de la cual se declaró la carencia de objeto al superarse el hecho que generó la promoción del libelo, ya que en el transcurso del trámite se envió, por correo electrónico, la información pedida. 
  



Impugnó la parte demandante, porque la respuesta es  evasiva y se omitió la remisión de las copias solicitadas; es imposible que la ESE desconozca los trámites, procesos o situaciones que generaron los embargos de las cuentas de las accionantes; la relación de deudas se efectuó respecto de los años 2011 a 2014 y no para los periodos 2016, 2017 sobre los que se envió la información.
 



CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 

En este caso, la controversia gira en torno al derecho fundamental de petición que se dice violentado. El Juzgado declaró superado el hecho al considerar que las respuestas que brindó la demandada se ajustan a los requerimientos elevados, lo cual refuta el accionante. 

Pero, para decirlo de entrada, advierte la Sala que el amparo estaba llamado al fracaso, pero no por las razones esgrimidas en primera instancia, sino por lo que a continuación se precisa.

Se tiene que la presente acción de tutela fue promovida por Héctor Jaime Giraldo Duque, quien aduce su calidad de apoderado y representante legal de cada una de las entidades que conforman la parte activa, Seguros Generales SURAMERICANA SA y Seguros de Vida SURAMERICANA SA, y para acreditarlo allegó sendos certificados de existencia y representación (f. 14 a 108, c 1). 

Tal circunstancia lleva al análisis de la legitimación en la causa por activa. Para ello, es relevante el artículo 10 del Decreto Especial 2591 de 1991, que enseña que a esta especial vía se puede acudir de manera directa, esto es, sin necesidad de apoderado judicial; pero también es posible hacerlo por conducto del representante legal, o de un apoderado, e incluso por medio de la agencia oficiosa. Ahora, cuando quien promueve la demanda aduce su calidad de apoderado, es menester que obre en la actuación el poder que lo faculte para ello, que además debe ser especial, o general, pero dirigido también, de manera exclusiva a la representación en esta clase de asuntos.
Ha recalcado la Corte Constitucional, ahora en sentencia de unificación, que:

 


“La tutela es un medio de defensa judicial de derechos fundamentales, que toda persona puede instaurar “por sí misma o por quien actúe a su nombre” (CP art. 86).  No es necesario que el titular de los derechos interponga directamente el amparo, pues un tercero puede hacerlo a su nombre.  El tercero debe sin embargo tener una de las siguientes calidades: (i) representante del titular de los derechos, (ii) agente oficioso o (iii) Defensor del Pueblo o personero municipal.
  Representante puede ser, por una parte, el representante legal (cuando el titular de los derechos sea menor de edad, incapaz absoluto, interdicto o persona jurídica), y por otra el apoderado judicial (en los demás casos). Ahora bien, para ser apoderado judicial, la persona debe ser abogado titulado y a la acción debe anexar poder especial para el caso o en su defecto el poder general respectivo.
 (ii) Como agente oficioso puede obrar un tercero “cuando el titular de los [derechos] no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra deberá manifestarse en la solicitud” (Dcto 2591 de 1991 art. 10). (iii) El Defensor del Pueblo y los personeros municipales pueden instaurar la tutela conforme a la ley y la jurisprudencia a nombre de quien se los solicite o esté indefenso.
” 

En reciente decisión
, también recordó, bajo la misma precisión que: 

Este es el primer requisito de procedibilidad de la acción de tutela, que exige que quien solicita el amparo constitucional se encuentre “legitimado en la causa” para presentar la solicitud de protección de sus derechos fundamentales. 
En el presente caso, se dijo, el abogado Giraldo Duque comparece en representación de las accionantes, para lo cual hizo valer un poder procedente de la representante legal de las mismas, conferido mediante escritura pública número 386 de fecha 2016/04/12, como se registra en los documentos de existencia (f. 29 y 80 v.), los que detallan las facultades especiales conferidas (f. 30 y 80 v.). De su lectura emerge, con claridad, que no se le ha designado como representante legal de las entidades, sino como apoderado especial de las mismas, para los efectos allí señalados. 

De manera que tales mandatos se tornan insuficientes para representarlas en una trámite que tiende a la protección de derechos fundamentales, si bien fueron otorgados para asuntos desligados de esta precisa causa. 
Se reitera que cualquier intento que se realice para lograr el amparo de un derecho fundamental cuando se aduce la calidad de apoderado, tiene que estar precedido de un mandato expreso y específico para promover acciones constitucionales, sea especial o general, a menos que se dé alguna de las otras circunstancias señaladas en el artículo 10, que en este evento ni siquiera se invocan.
  



Sobre el tema, precisó en reciente providencia la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
que:

  
La carencia de la citada personería para iniciar la acción de amparo constitucional, no se suple con la presentación del apoderamiento otorgado para un asunto diferente. La falta de poder especial para adelantar el proceso de tutela por parte de un apoderado judicial, aun cuando tenga poder específico o general en otros asuntos, no lo habilita para ejercer la acción de amparo constitucional a nombre de su mandante y, por lo tanto, en estos casos, la tutela debe ser declarada improcedente ante la falta de legitimación por activa. –negrillas propias-.
  



Se insiste en que, aunque se alude a una representación legal, de acuerdo con las definidas facultades que contienen los certificados que se allegaron, esa calidad se quedó sin demostración; al contrario, lo que de ellos surge es que ella recae en el Presidente (f. 15 v. y 16; 58 v.) y los gerentes de sucursales. 
 



Así que frente a esa falta de legitimación, el camino a seguir era declarar la improcedencia de la acción, antes que declarar superado el hecho y, en tal sentido se modificará el fallo. 
DECISIÓN

 



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley MODIFICA la sentencia dictada por el Juzgado Juzgado Segundo Civil del Circuito local, del 18 de octubre último, en esta acción de tutela que Seguros Generales SURAMERICANA SA y Seguros de Vida SURAMERICANA SA, inició frente al Hospital Universitario de Sincelejo ESE, en el sentido de declararla IMPROCEDENTE.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS  
            DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Artículo 10, Decreto 2591 de 1991: “[l]a acción de tutela podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí mismo o a través de representantes. Los poderes se presumirán auténticos. || También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. […] También podrán ejercerla el Defensor del Pueblo y los personeros municipales”.


� Sentencia T-531 de 2002 (MP Eduardo Montealegre Lynett). En esa ocasión, la Corte negó la acción de tutela interpuesta por una persona, entre otras razones porque no tenía la condición de apoderado judicial. Para sostener ese punto, señaló que el apoderamiento judicial sólo existía allí donde se daban las siguientes condiciones: “[…] Dentro de los elementos del apoderamiento en materia de tutela la Sala señala que el mismo es (i) un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. (ii) se concreta en un escrito, llamado poder que se presume auténtico. (iii) El referido poder para promover acciones de tutela debe ser especial. En este sentido (iv) El poder conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende conferido para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial. (iv) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional”.


� Auto 030 de 1996 (MP Jorge Arango Mejía). Según la Carta el Ministerio Público debe ser ejercido, entre otros, “por los personeros municipales” (CP art 118). A los personeros les corresponde, como parte del Ministerio Público, la “guarda y promoción de los derechos humanos” (ídem). Para cumplir esos fines, el Decreto 2591 de 1991 les confirió legitimidad para instaurar acciones de tutela a nombre de otras personas, si estas se lo solicitan. Además, dejó abierta la posibilidad de que el Defensor del Pueblo ratificara esa posibilidad, mediante la delegación en los personeros de la facultad que la Constitución directamente le asigna, y tal es la razón por la cual el artículo 49 autorizó a cada personero municipal para interponer acciones de tutela, “por delegación expresa del Defensor del Pueblo”. Esa delegación expresa –ha dicho la Corte- se surtió mediante la Resolución 001 de 1992, expedida por el Defensor del Pueblo, mediante la cual ésta última autoridad delegó en los Personeros Municipales de todo el país “la facultad para  interponer acción de tutela en nombre de cualquier persona que se lo solicite o se encuentre en situación de indefensión”.


� Su-055 de 2015


�  Sentencia T-382 de 2016


� CSJ, SCC, providencia del 13 de abril de 2016; expediente STC4544-2016; radicación N° 11001-02-03-000-2016-00782-00; M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez
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